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SENTENCIA  
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021.  

Comparece ante nosotros, Southwest Health Corp., h/n/c Hospital 

Metropolitano San Germán (Hospital; apelante) mediante el presente 

recurso de apelación y nos solicita que se revoque la Sentencia emitida y 

notificada el 7 de diciembre de 2020, por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de Ponce (TPI). Mediante el aludido dictamen el TPI declaró Ha 

Lugar la querella presentada por la señora Jannette Meléndez Flores 

(Sra. Meléndez; apelada) contra el Hospital por despido injustificado y lo 

condenó a satisfacer la cantidad de $31,447.08 por concepto de mesada 

y una suma de $4,717.00 por concepto de honorarios de abogado.  

Adelantamos que, por los fundamentos expuestos a continuación, 

se modifica la Sentencia apelada, a los efectos de que se compute el 

interés legal a partir de la fecha en que se dictó la Sentencia y, así 

modificada, se confirma.  

I 

En el presente caso, la Sra. Meléndez radicó una Querella1 contra 

el Hospital bajo la Ley Núm. 80 del 30 de mayo de 1976 (Ley Núm. 80), al 

amparo del Procedimiento Sumario Especial de reclamaciones laborales 

 
1 Véase Apéndice del recurso, a las págs. 1-3.  
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por despido injustificado.2 En esta, indicó que fue contratada como 

empleada por tiempo indeterminado en octubre de 2007 y continuó 

trabajando ininterrumpidamente hasta el 20 de diciembre de 2019, fecha 

en la cual fue despedida. Así las cosas, alegó que dicho despedido fue 

injustificado, ya que, el Hospital incumplió con las Reglas de 

Procedimiento Disciplinario específicamente con la infracción 107,3 

contenida en el Manual del Empleado del Hospital.4 Surge del expediente, 

que al momento de ser despedida la Sra. Meléndez ocupaba el puesto de 

Supervisora de Medicina I e ICU y percibía un salario mensual de 

$3,683.00. A tales efectos, solicitaron la cantidad de $30,489.005 por 

concepto de mesada por despido injustificado y $4,573.35 por honorarios 

de abogado.  

Por su parte, el Hospital presentó el 31 de enero de 2020, su 

Contestación a querella.6 Mediante esta, alegó que la Sra. Meléndez fue 

despedida con justa causa a tenor con lo dispuesto en la Ley Núm. 80, 

supra, y la Ley Núm. 4 del 26 de enero de 2017, conocida como, Ley de 

Transformación y Flexibilidad Laboral (Ley Núm. 4-2017). Sobre el 

particular, enfatizó que se realizó una investigación de la cual surgió que 

la apelada incurrió en múltiples violaciones a las normas, políticas, 

procedimientos contenidos en el manual del Hospital. Además, de haber 

incumplido con los deberes y responsabilidades de su puesto. 

Particularmente, señaló que la apelada “trató de forma irrespetuosa, 

abusiva, maltratante, descortés, desordenada e impropia a los empleados 

bajo su supervisión durante las horas laborables dentro de los predios del 

Hospital” y utilizaba palabras despectivas para referirse a las empleadas 

bajo su supervisión, creando así un ambiente laboral hostil, incómodo y 

desagradable. De igual forma, señaló que durante el tiempo que la 

apelada trabajó para el Hospital, fue objeto de señalamientos y disciplina 

 
2 Ley Núm. 2 del 17 de octubre de 1961.  
3 La misma dispone que “El cúmulo de amonestaciones y suspensiones por distintas 
razones” conlleva, como primer paso, el despido. Véase Apéndice del recurso, a la pág. 
531.  
4 Véase Apéndice del recurso, a las págs. 714-778.  
5 $11,049 por concepto de mesada básica y $19,440.00 por indemnización progresiva.  
6 Véase Apéndice del recurso, a las págs. 4-16.  
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progresiva. El Hospital, resaltó que la apelada tenía un historial previo de 

quejas por parte del personal al cual supervisaba y mencionó que la 

apelada había recibido varias amonestaciones, además, de habérsele 

llamado la atención en múltiples ocasiones y de haber recibido varias 

advertencias durante el tiempo que laboró para este, “no tan solo por 

sus actitudes y comportamiento como supervisora, sino que por el 

desempeño en sus funciones.” (Énfasis nuestro.) 

Sobre el particular, afirmó que se le brindaron múltiples 

oportunidades a la apelada para que rectificara y corrigiera sus 

conductas, hasta que el 10 de septiembre de 2019, “se le advirtió que, de 

ocurrir alguna otra situación, el Hospital podría implementar medidas más 

severas incluyendo su terminación de empleo.” Sin embargo, indicaron 

que a pesar de esto, la apelada continuó actuando de forma impropia y 

desordenada en violación con las políticas, reglas, manuales, normas y 

reglamentos disciplinarios del Hospital. Por su parte, levantó como 

defensas afirmativas que la querella dejaba de exponer hechos que 

justificaran la concesión de un remedio, que el TPI carecía de jurisdicción 

sobre la persona y la materia, la doctrina de cosa juzgada y/o 

impedimento colateral y la doctrina de actos propios. En consecuencia, 

reiteró que el despido fue justificado y solicitó que se desestimara con 

perjuicio la querella instada e impusiera severas sanciones contra la parte 

apelada, así como, el pago de honorarios de abogado por temeridad.  

Luego de varios trámites procesales, el TPI celebró una Vista de 

Status el 20 de julio de 2020, y surge del Acta7 que las partes informaron 

que habían culminado con el descubrimiento de prueba, por consiguiente, 

el TPI decretó el cierre del descubrimiento de prueba efectivo el 20 de 

julio de 2020. Por otro lado, se aclaró que el caso de epígrafe se había 

convertido en uno ordinario y se el informó al TPI que las partes estaban 

interesadas en presentar sus respectivas mociones dispositivas. Ello así, 

se dispuso hasta el 7 de agosto de 2020, para someter las mismas. Por 

 
7 Transcrita el 21 de julio de 2020. Véase Apéndice del recurso, a la pág. 17.  
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último, se pautó una Vista de estado de los procedimientos y/o 

transacciones para el 18 de noviembre de 2020.  

El 12 de agosto de 2020, la Sra. Meléndez presentó8 su Moción de 

sentencia sumaria (MSS de la parte apelada).9 En la misma, alegó que no 

existía controversia sobre los hechos del presente caso sino de derecho. 

En específico, manifestó que la controversia versaba sobre el 

cumplimiento o la falta de este por parte del patrono con sus normas y 

reglamento disciplinario al momento del despido de la apelada. No 

obstante, indicó que no existía controversia alguna en torno a la 

disposición reglamentaria específica bajo la cual el Hospital fundamentó 

el despido. Por consiguiente, afirmó que la controversia giraba en torno a 

la interpretación de una claúsula reglamentaria impuesta por el Hospital a 

sus empleados, que por fiat jurisprudencial formaba parte del contrato de 

empleo. 

La Sra. Meléndez sostiene que, el Hospital fundamentó su despido 

en la infracción 107 del Reglamento Disciplinario que forma parte del 

Manual del Empleado, sin embargo, resaltó que nunca fue suspendida y 

que durante los años que laboró para el Hospital recibió consistentemente 

excelentes evaluaciones. No obstante, aceptó que durante el tiempo que 

laboró para el Hospital obtuvo un total de 15 amonestaciones y que no 

empece a esto, el Hospital aún así nunca la suspendió. Por lo tanto, 

aseveró que su despido no estuvo justificado, ya que, a tenor con lo 

dispuesto en la infracción 107 se requería que se incurriera en varias 

amonestaciones y suspensiones. Es decir, que ocurrieran ambas. Por 

consiguiente, afirmó que no procedía la aplicación del Artículo 2.12 de la 

Ley Núm. 4-2017, supra, para interpretar lo dispuesto en la aludida 

infracción porque la misma era una clara y exenta de ambigüedad. Toda 

vez que, en la misma se utilizó la conjunción copulativa de “y” al unir las 

palabras de amonestaciones y suspensiones. Por otro lado, puntualizó 

que no nos encontrábamos ante una redacción que dispusiera la 

 
8 La parte apelada solicitó una prórroga para presentar su moción dispositiva y la misma 
fue concedida por el TPI. Véase Apéndice del recurso, a las págs. 18-19. 
9 Véase Apéndice del recurso, a las págs. 20-45. 
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conjunción simultánea de “y/o”, en cuyo caso, la redacción habría 

permitido la posibilidad de elegir entre: (1) múltiples amonestaciones; (2) 

múltiples suspensiones; y (3) múltiples amonestaciones y suspensiones.  

A tales efectos, solicitó que se declara ha lugar la moción de sentencia 

sumaria, condenara al Hospital al pago de mesada y al pago del 15% 

sobre el cómputo de la mesada por concepto de honorarios de abogado.  

Por su parte, el Hospital también presentó el 12 de agosto de 2020, 

su Moción de sentencia sumaria(MSS de la parte apelante).10 Mediante la 

aludida, alegó que el despido de la apelada estuvo plenamente 

justificado. Sobre el particular, arguyó que el mismo estuvo basado en las 

normas y reglamentos adoptados y “en consideración a las reiteradas 

faltas de la [apelada] a pesar de las numerosas alternativas y 

oportunidades que se le proveyeron para mejorar.” Por lo tanto, 

aseveraron que al ser un despido justificado no procedía el pago de 

mesada alguna al amparo de la Ley Núm. 80, supra. A tales efectos, 

solicitaron la desestimación de la querella instada.  

Así las cosas, el 1 de septiembre de 2020, la Sra. Meléndez 

presentó su Oposición a moción de sentencia sumaria11 y, en esta, coligió 

que el Hospital no había podido probar que cumplió con las disposiciones 

del Manual del empleado, por lo cual, debía concluirse que el despido de 

la apelada fue injustificado. Debido a que, conforme a lo dispuesto en la 

Ley Núm. 80, supra, es el patrono quien tiene el peso de la prueba para 

demostrar que el despido se llevo acabo por justa causa. Además, reiteró 

que la infracción 107, bajo la cual el Hospital fundamentó su despido, 

requería que ocurrieran amonestaciones y suspensiones, sin embargo, 

dentro de los 13 años que laboró para el Hospital nunca fue suspendida, y 

así, fue admitido por el Hospital en el Requerimiento de admisiones12 

cursado. Así mismo, indicó que en sus Evaluaciones anuales de 

ejecutorias siempre había obtenido calificaciones sobresalientes y, a tales 

efectos, cuestionó que, si su historial y desempeño eran tan deficientes 

 
10 Véase Apéndice del recurso, a las págs. 539-571. 
11 Véase Apéndice del recurso, a las págs. 885-895.  
12 Véase Apéndice del recurso, a la pág. 536. 
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que ameritaban el despido, “¿por qué entonces sus evaluaciones anuales 

eran consistentemente excelentes, y no fue suspendida ni una sola 

ocasión en trece (13) años?”. En consecuencia, aseveró que, al no 

haberse suspendido, el Hospital no cumplió con lo establecido en el 

Manual del empleado, despidiéndola de manera injustificada.  

Por su parte, el Hospital presentó el 2 de septiembre de 2020, su 

Oposición a la moción de sentencia sumaria presentada por la parte 

[apelada].13 En la aludida, indicó que la jurisprudencia citada por parte de 

la apelada, con relación a las conjunciones “y”; “o”; “y/o” versan sobre 

otras controversias que no están relacionadas con el asunto laboral del 

presente caso. El Hospital sostiene que en materia de interpretación de 

contratos de empleo y las políticas o reglas establecidas por un patrono la 

Ley Núm. 4-2017, supra, específicamente en su Artículo 2.12, se 

reconoce de manera clara que los tribunales deben respetar a un patrono 

que se reserva el derecho de interpretar sus normas y reglamentos, como 

en efecto lo hizo, a menos que la interpretación sea una arbitraria, 

caprichosa o se disponga de otra manera en una ley especial. Por 

consiguiente, enfatizó que no era procedente la alegación expuesta por la 

apelada sobre la interpretación de la infracción 107, ya que, este podía 

interpretar la misma a su criterio a tenor con lo dispuesto en la Ley Núm. 

4-2017, supra. Es decir, que no era necesario que se incurriera en 

múltiples amonestaciones y suspensiones, según alega la parte apelada, 

sino que, podía ser una sola de estas. Ello así, alegó que aplicar el 

análisis de la apelada sería una crasa violación al propósito y lo 

establecido en la Ley Núm. 4-2017, supra. Consecuentemente, solicitó 

que se declarara no ha lugar la solicitud de sentencia sumaria presentada 

por la apelada.  

 
13 Véase Apéndice del recurso, a las págs. 896-911.  
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Tras varios incidentes procesales, el TPI atendió las respectivas 

mociones dispositivas y emitió una Sentencia14 el 7 de diciembre de 2020, 

notificada el mismo día, en la cual, dispuso lo siguiente:  

El Tribunal Supremo nos ilustra que la conjunción copulativa 
“y” se utiliza normalmente “para unir palabras o cláusulas 
en concepto afirmativo”. (Énfasis nuestro) Torres, Torres 
v. Torres et al., 179 DPR 481 (2010) citando a la Real Academia 
Española, Diccionario de la Lengua Española, Madrid, Ed. 
Espasa, 22da ed., 2001, T. II, pág. 2326. Su uso implica la 
unión de todas las palabras que ella vincula. (Énfasis 
nuestro) López Santos v. Tribunal Superior, 99 DPR 325, 
330 (1970). Claramente, la infracción 107 dispone que 
aplica cuando el empleado ha sido objeto de 
amonestaciones y suspensiones. No hay margen a duda 
en tal disposición, no hay nada que el patrono deba 
interpretar. Lógica y razonablemente el patrono, que 
redactó la norma, puede concluir que la infracción 
requiere que se den ambos supuestos para que proceda 
la drástica sanción del despido. Esta norma surge del 
Manual por lo que forma parte del contrato de empleo y 
constituye un derecho del empleado. Concluimos que la 
infracción 107 no es ambigua, por lo que no puede ser 
objeto de interpretación alguna, sino que el patrono 
debió adherirse a su lenguaje restrictivo y no aplicarla a 
la querellante pues ésta nunca había sido suspendida.  
 
A la luz de lo aquí dispuesto concluimos que el despido 
de la querellante fue injustificado, al realizar en 
contravención de las propias normas del patrono. De 
esta forma, se tornan académicos los planteamientos de la 
parte querellada en su moción de sentencia sumaria. Ello 
pues el propio patrono reconoció que la infracción aplicada a 
la querellante “[d]ebido al cúmulo de señalamientos y 
amonestaciones recibidas por la querellante por ésta haber 
incurrido en múltiples y reiteradas violaciones a las normas, 
políticas, procedimientos y manual del Hospital, así como 
por incumplir con los deberes y responsabilidades de su 
puesto” fue la infracción 107. Por tanto, procedemos a 
computar la mesada de la cual la querellante es acreedora. 
(Énfasis suplido.) 

A tales efectos, declaró No Ha Lugar la moción de sentencia 

sumaria presentada por la parte apelante y Ha Lugar la solicitud de 

sentencia sumaria de la parte apelada. Por consiguiente, declaró Ha 

Lugar la Querella instada por la apelada y condenó al apelante a 

satisfacer la suma de $31,447.08, por concepto de mesada, así como, la 

cantidad de $4,717.00 por concepto de honorarios de abogado. En 

adición, al amparo de la Regla 44.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V. R. 44.3, impuso que las aludidas cantidades devengarían el 

 
14 Véase Apéndice del recurso, a las págs. 952-975.  
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correspondiente interés legal15 desde la radicación de la demanda 

hasta la satisfacción del pago en su totalidad.  

Inconforme con el aludido dictamen, el apelante acude ante 

nosotros y nos plantea los siguientes señalamientos de error: 

PRIMER ERROR: ERRÓ EL TPI AL NO ACOGER EL 
HECHO NÚMERO 46 DE LA MSS-DDO COMO UN HECHO 
INCONTROVERTIDO A PESAR DE QUE SURGE DE UNA 
ADMISIÓN QUE LA DEMANDANTE-APELADA HIZO 
DURANTE LA TOMA DE SU DEPOSICIÓN. 
 
SEGUNDO ERROR: ERRÓ EL TPI AL DETERMINAR QUE 
EL DESPIDO DE LA DEMANDANTE-APELADA ESTUVO 
INJUSTIFICADO A PESAR DE QUE LA DEMANDANTE-
APELADA CONOCÍA, POR ADMISIÓN PROPIA, QUE 
VARIAS AMONESTACIONES PODRÍAN CONLLEVAR EL 
DESPIDO.  
 
TERCER ERROR: ERRÓ EL TPI AL DETERMINAR QUE 
EL DESPIDO DE LA DEMANDANTE ESTUVO 
INJUSTIFICADO A PESAR DE QUE LA DEMANDANTE-
APELADA TENÍA CONOCIMIENTO QUE ESTABA BAJO 
APERCIBIMIENTO EXPRESO DE DESPIDO. 
 
CUARTO ERROR: ERRÓ EL TPI AL NO CONSIDERAR LA 
TOTALIDAD DE LAS DISPOSICIONES DEL MANUAL DEL 
EMPLEADO DEL HOSPITAL QUE LE PROVEEN 
DISCRECIÓN AL HOSPITAL DE IMPONE AGRAVANTES A 
LAS SANCIONES Y QUE EXPRESAMENTE PROVEEN 
PARA QUE DÉ PASO AL DESPIDO CUANDO EL 
EMPLEADO RECIBE VARIAS AMONESTACIONES.  
 
QUINTO ERROR: ERRÓ EL TPI AL IMPONER 
INTERESES DESDE LA FECHA DE LA RADICACIÓN DE 
LA QUERELLA CUANDO A TENOR CON LA REGLA 44.3 
DE PROCEDIMIENTO CIVIL DEBIÓ CALCULARLOS 
DESDE LA FECHA EN QUE DICTÓ SENTENCIA.  
 

 Con el beneficio de los escritos de ambas partes, procedemos a 

resolver. 

II 
 

A. La sentencia sumaria y la revisión judicial 
 

En nuestro ordenamiento jurídico el mecanismo de sentencia 

sumaria se rige por la Regla 36 de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA 

Ap. V, R. 36, en síntesis dispone que para poder adjudicar en los méritos 

una moción de sentencia sumaria lo que se requiere es que se presente 

“una moción fundada en declaraciones juradas o en aquella evidencia que 

 
15 El iinterés legal aplicable a las sentencias dictadas del 1 de julio de 2020 al 31 de 
diciembre de 2020, ascendía a un 4.25%.  
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demuestre la inexistencia de una controversia sustancial de hechos 

esenciales y pertinentes, para que el tribunal dicte sentencia 

sumariamente” ya sea sobre la totalidad de la reclamación o parte de 

esta.   

Quien promueve la sentencia sumaria “debe demostrar que no 

existe controversia sustancial o real en cuanto a algún hecho material, es 

decir, en cuanto a ningún componente de la causa de acción.” Meléndez 

González v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 110 (2015). Un hecho material “es 

aquel que puede afectar el resultado de la reclamación de acuerdo con el 

derecho sustantivo aplicable.” J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho 

Procesal Civil, San Juan, Pubs. J.T.S., 2000, T. I, pág. 609. Por otra 

parte, quien se opone a una sentencia sumaria debe presentar 

contradocumentos y contradeclaraciones que contradigan los hechos 

incontrovertidos por parte del promovente. Rivera et al. v. Superior Pkg., 

Inc. Et al., 132 DPR 115,133 (1992). Por lo cual viene obligada a 

contestar de forma detallada la solicitud de sentencia sumaria.  

El mecanismo procesal de la sentencia sumaria es un remedio de 

carácter extraordinario y discrecional. Sucn. Maldonado v. Sucn. 

Maldonado, 166 DPR 154, 184 (2005). El cual tiene como finalidad 

“propiciar la solución justa, rápida y económica de litigios civiles que no 

contengan controversias genuinas de hechos materiales.” Const. José 

Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113, 128 (2012). Sin embargo, hay que 

aclarar que aligerar la tramitación de un caso no puede soslayar el 

principio fundamental de alcanzar una solución justa.  García Rivera et. al. 

v. Enríquez, 153 D.P.R. 323, 337-338 (2001); Cuadrado Lugo v. Santiago 

Rodríguez, 126 D.P.R. 272, 279 (1990). Por ser la sentencia sumaria un 

remedio de carácter discrecional, "[e]l sabio discernimiento es el principio 

rector para su uso porque, mal utilizada, puede prestarse para despojar a 

un litigante de 'su día en corte', principio elemental del debido proceso de 

ley.”  (Énfasis en el original.)  (Citas omitidas.)  Mgmt. Adm. Servs. Corp. 

v. E.L.A., 152 D.P.R. 599, 611 (2000).  
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Siendo esto así, sólo procede que se dicte la sentencia 

sumaria “cuando surge de manera clara que, ante los hechos 

materiales no controvertidos, el promovido no puede prevalecer ante 

el Derecho aplicable y el Tribunal cuenta con la verdad de todos los 

hechos necesarios para poder resolver la controversia.” (Énfasis 

nuestro.) Meléndez González v. M. Cuebas, supra, págs. 109-110 que 

cita a Const. José Carro v. Mun. Dorado, supra. De haber alguna duda 

acerca de la existencia de una controversia sobre los hechos medulares y 

sustanciales del caso, deberá resolverse contra la parte que solicita la 

moción, haciendo necesaria la celebración de un juicio. Rivera et al. v. 

Superior Pkg., Inc. Et al, supra.  

Se ha pautado que “[l]os jueces no están constreñidos por los 

hechos o documentos evidenciarios que se aduzcan en la solicitud de 

sentencia sumaria” y que “[d]eben considerar todos los documentos en 

autos, sean o no parte de la solicitud, de los cuales surjan admisiones que 

hagan las partes.” Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 333 (2004). Sin 

embargo, ante un proceso de sentencia sumaria el tribunal está impedido 

de dirimir cuestiones de credibilidad. Id.  

Según se ha establecido jurisprudencialmente el tribunal apelativo 

se encuentra en la misma posición que el tribunal de primera instancia al 

determinar si procede una sentencia sumaria. Sin embargo, al revisar la 

determinación de primera instancia, el tribunal de apelación está 

limitado de dos maneras:  

1. s[o]lo puede considerar los documentos que se 
presentaron ante el foro de primera instancia; y 
  

2. el tribunal apelativo s[o]lo puede determinar si existe 
o no alguna controversia genuina de hechos 
materiales y esenciales, y si el derecho se aplicó de 
forma correcta. No puede adjudicar los hechos 
materiales esenciales en disputa. (Énfasis nuestro.) 
Vera v. Dr. Bravo, supra, págs. 334-335. 
 

El deber de adjudicar hechos materiales y esenciales es una tarea 

que le compete al Tribunal de Primera Instancia y no al foro revisor 

debido a que está impedido de hacerlo. Por consiguiente, el Tribunal 
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Supremo de Puerto Rico en Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 

supra, estableció el estándar que debemos utilizar como tribunal revisor al 

momento de evaluar determinaciones del foro primario en las que se 

conceden o deniegan mociones de sentencia sumaria. En lo pertinente, 

dispuso que “[l]a revisión del Tribunal de Apelaciones es una de novo y 

debe examinar el expediente de la manera más favorable a favor de la 

parte que se opuso a la Moción de Sentencia Sumaria en el foro 

primario.” (Énfasis nuestro.) Id. pág. 118. Además, reiteró que por estar 

en la misma posición que el foro primario, debemos revisar que tanto la 

moción de sentencia sumaria como su oposición cumplan con los 

requisitos de forma recopilados en la Regla 36 de Procedimiento 

Civil. Id.   

Luego que culminemos nuestra revisión del expediente, de 

encontrar que en realidad existen hechos materiales y esenciales en 

controversia, debemos tener en cuenta que el foro apelativo intermedio 

tiene que cumplir con la exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento 

Civil, supra, y debe exponer concretamente cuáles hechos materiales 

encontró que están controvertidos y cuáles están incontrovertidos, es 

decir, cuales no están en controversia. En lo pertinente, establece lo 

siguiente:  

Si en virtud de una moción presentada bajo las 
disposiciones de esta regla no se dicta sentencia sobre la 
totalidad del pleito […] y es necesario celebrar juicio, será 
obligatorio que el tribunal resuelva la moción mediante una 
determinación de los hechos esenciales y pertinentes sobre 
los cuales no hay controversia sustancial y los hechos 
esenciales y pertinentes que están realmente y de buena fe 
controvertidos […]” 32 LPRA Ap. V, R. 36.4. 

 
Esta determinación puede hacerse en la Sentencia que disponga 

del caso y puede hacer referencia al listado de hechos incontrovertidos 

que emitió el foro primario en su Sentencia. Id.  Por el contrario, de 

resultar que los hechos materiales y esenciales realmente están 

incontrovertidos, entonces nos corresponde revisar de novo si el TPI 

aplicó correctamente el derecho a los hechos incontrovertidos. Meléndez 
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González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 119. A su vez, la Regla 36.3 de 

Procedimiento Civil, supra, dispone como sigue: 

La sentencia solicitada será dictada inmediatamente si 
las alegaciones, deposiciones, contestaciones a 
interrogatorios y admisiones ofrecidas, en unión a las 
declaraciones juradas si las hay, u otra evidencia 
demuestran que no hay controversia real sustancial en 
cuanto a algún hecho esencial y pertinente y que como 
cuestión de derecho el tribunal debe dictar 
sentencia sumaria a favor de la parte 
promovente. (Énfasis nuestro.) 
 
Un Tribunal “abusa de su discreción cuando actúa de forma 

irrazonable, parcializada o arbitraria.” Matías Lebrón v. Depto. Educación, 

172 DPR 859, 875 (2007). Por tanto, corresponde al Tribunal conceder o 

denegar, en el ejercicio de su discreción, los remedios correspondientes 

de acuerdo con las circunstancias del litigio. 

B. Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, conocida 
como como la Ley de Indemnización por despido sin justa causa  

(Ley Núm. 80). 
 

 La Ley Núm. 80, supra, “se estableció para desalentar la incidencia 

de despidos injustificados y otorgar remedios más justicieros cuando 

estos ocurren.” González Santiago v. Baxter Healthcare of Puerto Rico, 

202 DPR 281, 291 (2019). A tales efectos, tiene el propósito de 

“garantizar que los empleados despedidos sin justa causa tengan derecho 

a recibir de su patrono una compensación correspondiente a un mes de 

sueldo más una indemnización adicional progresiva equivalente a por lo 

menos una semana de sueldo por cada año de servicio.”16 Por lo tanto, 

la mesada aquí contemplada será el “remedio exclusivo disponible 

para los empleados despedidos injustificadamente, siempre y 

cuando no existan otras causas de acción al amparo de otras leyes 

que prohíban el despido y concedan otros remedios.” (Énfasis 

nuestro.) SLG Torres-Matundan v. Centro Patología, 193 DPR 920, 929-

930 (2015). En específico, en el Artículo 1 de la Ley Núm. 80, supra, se 

dispone lo siguiente:  

Todo empleado que trabaja para un patrono mediante 
remuneración, contratado sin tiempo determinado, que 

 
16 Véase Exposición de Motivos.  
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fuere despedido sin que haya mediado una justa causa, 
tendrá derecho a recibir de su patrono por concepto de 
indemnización por despido lo siguiente: 
 
(a) Una cantidad equivalente a tres (3) meses de sueldo 
por concepto de indemnización, siempre y cuando haya 
culminado el periodo probatorio aplicable según se dispone 
en esta Ley, o el periodo probatorio distinto que las partes 
hayan estipulado; y 
  
(b) Una cantidad equivalente a dos (2) semanas de 
sueldo por cada año completo de servicio. En ningún 
caso la indemnización requerida bajo esta Ley excederá el 
sueldo correspondiente a nueve (9) meses de sueldo. El 
tope de nueve (9) meses no será de aplicación a 
empleados contratados previo a la vigencia de la “Ley 
de Transformación y Flexibilidad Laboral”. La 
indemnización de tales empleados, en caso de un 
despido injustificado, se calculará utilizando el estado 
de derecho previo a la entrada en vigor de la “Ley de 
Transformación y Flexibilidad Laboral”. 29 LPRA sec. 
185a. (Énfasis nuestro.) 
 

 A tales efectos, la indemnización aquí dispuesta se “pagará 

tomando como base el tipo de salario más alto devengado por el 

empleado dentro de los tres (3) años inmediatamente anteriores al 

momento de su despido. Artículo 4 de la Ley Núm. 80, 29 LPRA sec. 

185d.  A esos efectos, el Artículo 2 del precitado estatuto establece lo que 

podrá justificarse como justa causa, en específico dispone lo siguiente: 

Se entenderá por justa causa para el despido de un 
empleado aquella que no esté motivada por razones 
legalmente prohibidas y que no sea producto del mero 
capricho del patrono. Además, se entenderá por justa causa 
aquellas razones que afecten el buen y normal 
funcionamiento de un establecimiento que incluyen, entre 
otras, las siguientes:  
 
(a) Que el empleado incurra en un patrón de conducta 

impropia o desordenada. 
 

(b) Que el empleado incurra en un patrón de desempeño 
deficiente, ineficiente, insatisfactorio, pobre, tardío o 
negligente. Esto incluye incumplir con normas y 
estándares de calidad y seguridad del patrono, baja 
productividad, falta de competencia o habilidad para 
realizar el trabajo a niveles razonables requeridos por el 
patrono y quejas repetidas de los clientes del patrono.  
 

(c) Violación reiterada por el empleado de las reglas y 
reglamentos razonables establecidos para el 
funcionamiento del establecimiento siempre que copia 
escrita de los mismos se haya suministrado 
oportunamente al empleado.  
 

(d) Cierre total, temporero o parcial de las operaciones del 
establecimiento. En aquellos casos en que el patrono 
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posea más de una oficina, fábrica, sucursal o planta, el 
cierre total, temporero o parcial de las operaciones de 
cualquiera de estos establecimientos donde labora el 
empleado despedido, constituirá justa causa para el 
despido a tenor con este Artículo.  
 

(e) Los cambios tecnológicos o de reorganización, así como 
los de estilo, diseño o naturaleza del producto que se 
produce o maneja por el establecimiento y los cambios 
en los servicios rendidos al público.  
 

(f) Reducciones en empleo que se hacen necesarias 
debido a una reducción en el volumen de producción, 
ventas o ganancias, anticipadas o que prevalecen al 
ocurrir el despido o con el propósito de aumentar la 
competitividad o productividad del establecimiento. 29 
LPRA 185b 
 

 Por otra parte, se ha reconocido que la Ley Núm. 80, supra, como 

regla general, no favorece el despido como sanción a la primera falta. 

Jusino et als. v. Walgreens, 155 DPR 560, 573 (2001). No obstante, esta 

regla no es absoluta y se ha “explicado que la falta que dé lugar al 

despido tiene que ser de tal seriedad o naturaleza, tan grave, tan 

lesiva a la paz y al buen orden de la empresa, que resulte imprudente 

tener que esperar su reiteración para destituir al empleado.” (Énfasis 

nuestro.) Id.; González Santiago v. Baxter Healthcare of Puerto Rico, 

supra, pág. 292. Es decir, que el patrono tiene el peso de la prueba y 

debe demostrar que el empleado cometió una falta que precisaba la 

destitución. Jusino et als. V. Walgreens, supra. Por tal razón, “un 

patrono puede adoptar los reglamentos y las normas razonables que 

estime necesarias para el buen funcionamiento de la empresa y en 

las que se definan las faltas que, por su gravedad, podrían acarrear 

el despido como sanción.” (Énfasis nuestro.) González Santiago v. 

Baxter Healthcare of Puerto Rico, supra, pág. 292; Jusino et als. v. 

Walgreens, supra.  A tales efectos, el Tribunal Supremo expresó los 

siguiente:  

U]n patrono tiene perfecto derecho a evaluar a su personal a 
base de las normas de la empresa, y ello debe tomarse en 
consideración a los fines de determinar justa causa para el 
despido. [...] Tales evaluaciones tienen que ser razonables. 
[...] De la misma forma, su resultado puede indicar la 
necesidad de dirigir apercibimientos al empleado por 
razón de deficiencias en su trabajo, de tomar medidas 
disciplinarias, u otras. 
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C. Ley Núm. 4 del 26 de enero de 2017, conocida como, la Ley de 

Transformación y Flexibilidad Laboral (Ley Núm. 4-2017) 
 

 Por otro lado, la Ley Núm. 4-2017 se creó a los fines de establecer 

las normas aplicables al contrato de empleo y enmendó varios artículos 

de la Ley Núm.80, supra. No obstante, dispuso que los “empleados 

contratados con anterioridad a la vigencia de esta Ley, continuarán 

disfrutando los mismos derechos y beneficios que tenían previamente”. 

Artículo 1.1 de la Ley Núm. 4-2017, supra. Con relación al contrato de 

empleo, el mismo fue definido como sigue:  

El contrato de empleo es un contrato mediante el cual una 
persona jurídica o natural, llamado "patrono," contrata a una 
persona natural, llamado "empleado" para que éste preste 
servicios de naturaleza voluntaria para el beneficio del 
patrono o una tercera persona, a cambio de recibir 
compensación por los servicios prestados, cuando los 
servicios son prestados por cuenta ajena y dentro del ámbito 
de la organización y bajo la dirección directa del patrono. El 
término "patrono," cuando se utiliza en un contrato o en una 
ley, incluye a toda persona que represente al patrono o 
ejerza autoridad a nombre de éste, pero a los únicos fines 
de identificar la persona cuya decisión, acto u omisión se 
considerará atribuible al patrono, a menos que se disponga 
expresamente lo contrario. Artículo 2.1 de la Ley Núm. 4-
2017. 
 

 Por su parte, el Artículo 2.12 del precitado estatuto dispone lo 

relativo a la interpretación de las disposiciones del contrato de empleo. En 

lo pertinente, establece lo siguiente:  

De existir ambigüedad en alguna disposición de un 
acuerdo de empleo, se deberá guiar la interpretación 
por lo pactado por las partes, la ley, el propósito de la 
relación, la productividad, la naturaleza de la relación de 
empleo, la buena fe, los usos y las costumbres del 
comercio generalmente observadas. Lo anterior también 
será de aplicación al interpretarse las políticas o reglas 
establecidas por el patrono. No obstante, en los casos 
en que el patrono se reserve la discreción para la 
interpretación de las mismas, debe reconocerse dicha 
reserva, a menos que la interpretación sea arbitraria o 
caprichosa o se disponga de otra manera en una ley 
especial. (Énfasis nuestro.) 
 

D. Regla 44.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 44.3. 
 

 La Regla 44.3 de Procedimiento Civil, supra, establece que el 

interés legal aplicable será el que esté en vigor al momento en que se 

dicte la sentencia, “[...] a computarse sobre la cuantía de la sentencia 
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que ordena el pago desde la fecha en que se dictó y hasta que ésta 

sea satisfecha, incluso las costas y los honorarios de abogado.” 

(Énfasis nuestro.) 

III 
 

 En síntesis, en el presente caso la parte apelante alega que erró el 

TPI al declarar Ha Lugar la querella instada en su contra por despido 

injustificado, a pesar de que la apelada conocía que varias 

amonestaciones podrían conllevar el despido y bajo apercibimiento 

expreso de despido. Por otro lado, el Hospital alegó que erró el TPI al 

imponer intereses legales desde la fecha de la radicación de la querella. 

Procedemos a discutir los errores en conjunto por estar intrínsecamente 

relacionados.  

 Surge del expediente ante nuestra consideración que la Sra. 

Meléndez fue despedida el 20 diciembre de 2019, por haber esta incurrido 

en múltiples amonestaciones, según lo dispuesto en el Manual del 

Empleado del Hospital. Particularmente, bajo la infracción 107 contenida 

en las Reglas de Procedimiento Disciplinario de dicho manual. La misma 

disponía que “[e]l cúmulo de amonestaciones y suspensiones por 

distintas razones” conllevaría como primera sanción el despido. (Énfasis 

nuestro.) Surge del expediente ante nuestra consideración, que la 

apelada recibió 15 amonestaciones durante los 13 años que laboró para 

la institución. Por consiguiente, el Hospital argumentó que al haber la Sra. 

Meléndez incurrido en un cúmulo de amonestaciones, lo que procedía era 

el despido conforme a lo dispuesto en su Manual del Empleado. No 

obstante, la Sra. Meléndez era evaluada anualmente por el Hospital y 

recibía consistentemente calificaciones sobresalientes en su desempeño. 

En específico, durante la Evaluación de Ejecutoria del año 2014-2015 

recibió un promedio de 97.8%;17 para el año 2015-2016 recibió un 

promedio de 97.9%;18 para el año 2016-2017 recibió un promedio de 

 
17 Véase Apéndice del recurso, a las págs. 369-377. 
18 Véase Apéndice del recurso, a las págs. 341-348. 
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94%;19 para el año 2017-2018 recibió un promedio de 99.3%;20 y, para el 

año 2018-2019 recibió un promedio de 91.4%,21 periodo en el cual fue 

despedida. Es decir, que aun cuando el Hospital amonestó en múltiples 

ocasiones a la Sra. Meléndez, la misma continuaba recibiendo 

evaluaciones excelentes en su desempeño. Además, NUNCA FUE 

SUSPENDIDA durante los 13 años que laboró para el Hospital.22  

 Es por tal razón, que la apelada alegó que el despido fue 

injustificado, ya que, el fundamento expresado por el Hospital para 

proceder con el despido estuvo basado en lo contenido en la infracción 

107 y esta establecía que debían ser amonestaciones y suspensiones. 

Por consiguiente, aseveró que al no haber sido suspendida en ningún 

momento no procedía el despido bajo dicha infracción, por lo cual, se 

realizó de manera injustificada. No obstante, el Hospital argumentó que a 

tenor con la Ley Núm. 4-2017, este podía interpretar sus reglamentos y, 

por lo tanto, podía despedirla como primera opción al incurrir en un 

cúmulo de amonestaciones, ya que, no se quería que fueran ambas 

sanciones. Es decir, que ostentaba derecho a decidir entre una y la otra. 

 A tales efectos, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reconocido 

que la conjunción “y” se utiliza “para unir palabras o cláusulas en 

concepto afirmativo”.(Énfasis nuestro.) 23 Por lo cual, “[s]u uso implica 

la unión de todas las palabras que ella vincula.”(Énfasis nuestro.)24 

Por su parte, la conjunción “o” “tiene el efecto de desvincular las palabras 

entre las que es usada”25, y, a su vez, “indica ‘diferencia, separación o 

alternativa entre dos o más personas, cosas o ideas’.”26 No obstante, se 

ha indicado que existen situaciones en donde “sus significados son 

 
19 Véase Apéndice del recurso, a las págs. 430-438. 
20 Véase Apéndice del recurso, a las págs. 480-485. Se desprende del mismo que el 
periodo comprendido que se indica en este está erróneo y corresponde realmente al 
periodo del 2017-2018, conforme a la fecha de evaluación que indica se realizó el 9 de 
noviembre de 2018. 
21 Véase Apéndice del recurso, a las págs. 454-461.  
22 Véase Apéndice del recurso, a la pág. 536.  
23 Morales v. Marengo, 181 DPR 852, 862 (2011) que cita a la Real Academia Española, 
Diccionario de la Lengua Española, 22da ed. Madrid, Ed. Espasa Calpe, 2001, T.II, pág. 
2326. 
24 Torres, Torres v. Torres Serrano, 179 DPR 481, 494 (2010). 
25 Morales v. Marengo, supra. 
26 Torres, Torres v. Torres Serrano, supra, que cita a la Real Academia Española, op. 
cit., pág. 1601. 



 
 

 
KLAN202100010 

 

18 

intercambiables y que pueden ser sustituidas de manera que la 

conjunción “o” puede ser leída como “y”, o viceversa.”27 En consecuencia, 

esta sustitución “se realizará cuando sea necesario cumplir con la 

intención legislativa del estatuto en controversia.”28 (Énfasis nuestro.)  

Es decir, que sólo aplicará a piezas legislativas en las cuales se requiera 

tal sustitución para hacer valer la intención del legislador. Además, el 

Tribunal Supremo determinó que la “utilización de la combinación “y/o” en 

documento de crédito tiene el efecto principal de permitir la posibilidad de 

elegir entre la suma o la alternativa de dos opciones.”29 

 El Hospital se amparó en la infracción 107, contenida en el Manual 

del Empleado, para despedir a la apelada y la misma disponía, 

específicamente, que el cúmulo de amonestaciones y suspensiones 

conllevaría el despido. En consecuencia, a tenor con la jurisprudencia 

aplicable debe interpretarse que la aludida infracción implica que deben 

ser comprendidas de manera conjunta todas las palabras que ella vincula. 

En otras palabras, que debe incurrirse en amonestaciones y 

suspensiones para que se pueda llevar a cabo el despido como sanción.  

 Por otro lado, no nos convence el planteamiento del Hospital 

referente a la aplicación de la Ley Núm. 4-2017, toda vez que, si bien es 

cierto que le confiere autoridad para interpretar sus reglamentos, sólo 

aplica cuando surja alguna ambigüedad de estos. En el caso ante 

nuestra consideración, el manual es claro, por lo cual, no es de aplicación 

el referido estatuto a la presente controversia. Al redactar la infracción 

107 se utilizó la conjunción “y”, la cual, implica la unión de todas las 

palabras que ella vincula. Distinto sería el caso si se hubiese redactado 

con la conjunción “o” o la combinación de ambas, entiéndase, “y/o”. En 

dichos casos, se le hubiera concedido al Hospital la posibilidad de elegir 

entre amonestaciones, suspensiones o ambas en conjunto, pero este no 

es el caso. Por lo tanto, al nunca haberse suspendido a la Sra. Meléndez, 

el Hospital no podía despedirla por dicha infracción debido a que la 

 
27 Morales v. Marengo, supra. 
28 Id. a las págs. 862-863. 
29 Torres, Torres v. Torres Serrano, supra, a la pág.495.  
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misma requería que se amonestara y se suspendiera para luego proceder 

con el despido. Por consiguiente, coincidimos con el dictamen emitido por 

el TPI al determinar que el despido fue injustificado. A tales efectos, se 

confirma la Sentencia apelada.  

 No obstante, procedemos a modificar lo dispuesto por el foro 

sentenciador sobre el pago del interés legal aplicable para que el mismo 

sea computado desde que se dictó la sentencia y no desde la radicación 

de la querella, conforme a lo dispuesto en la Regla 44.3 de Procedimiento 

Civil, Ap. V, R. 44.3.  

IV 

Por lo antes expuesto, se modifica la Sentencia apelada a los 

efectos de que se compute el interés legal desde la fecha en que se dictó 

la sentencia y, así modificada, se confirma.   

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


